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RAMA JUDICIAL REPÚBLICA DE COLOMBIA 

JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE NEIVA 

Neiva, veintitrés (23) de octubre de dos mil veintiséis (2026) 

 

PROCESO: ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE: JUAN PABLO BALLESTEROS CASTAÑO 

ACCIONADO: INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF 

– DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO  

RADICADO: 41.001.31.05.003.2026.10177.00 

 

El señor JUAN PABLO BALLESTEROS CASTAÑO, en nombre propio, interpone ACCIÓN DE 

TUTELA consagrada en el Art. 86 del Estatuto Superior, en contra del INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF – DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO por 

la presunta vulneración y/o amenaza de su derecho fundamental al debido proceso, a la igualdad, 

al acceso al desempeño de funciones y cargos públicos conforme al mérito.  

 

Por lo tanto, en estas condiciones, como la solicitud reúne las exigencias del Art. 86 del Decreto 

2591 de 1991 y su Decreto Reglamentario No. 306 de 1992, el Juzgado, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: ADMITIR la solicitud de Acción de Tutela impetrada por JUAN PABLO 

BALLESTEROS CASTAÑO, en nombre propio y en contra del INSTITUTO COLOMBIANO DE 

BIENESTAR FAMILIAR – ICBF – DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO, por la presunta 

vulneración y/o amenaza de su derecho fundamental al debido proceso, a la igualdad, al acceso 

al desempeño de funciones y cargos públicos conforme al mérito. 

 

SEGUNDO: VINCULAR a esta Acción Constitucional todos los participantes del Proceso 

Institucional de Encargos 2026 del empleo ID PE-0776 Profesional Especializado Código 2028 

Grado 19, Adscrito al Centro Zonal Popayán de la Regional Cauca y al servidor público JOHN 

HENRY OSPINA ACOSTA ya que podría resultar afectado con las resultas del presente trámite. 

Lo anterior con el fin de que ejerzan su derecho de contradicción y defensa. 

 

TERCERO: ORDENAR al INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF – 

DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO, que, en el término inmediato a la notificación de esta 

providencia, proceda a notificar al servidor público JOHN HENRY OSPINA ACOSTA, a fin de 

que este en el término de DOS (2) DÍAS, se pronuncien sobre los hechos y pretensiones que 

han motivado la presente Acción de Tutela. 

 

CUARTO: VINCULAR al JUZGADO 004 CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI, con el fin de que en 

el término de DOS (2) DÍAS, allegue con destino al correo institucional del Juzgado 

lcto03nei@cendoj.ramajudicial.gov.co, el enlace de la acción constitucional impetrada por el 

señor JULIAN ERNESTO SWANN VELASCO y que reposa en su despacho bajo radicado No. 

760013103004-2026-00298-00.  

 

QUINTO:   ORDENAR al INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF – 

DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO, que, en el término inmediato a la notificación de esta 

providencia, proceda a hacer su respectiva publicación en la página web del proceso e institución, 

la respectiva acción constitucional; y envíe al correo electrónico de todos los participantes del 

Proceso Institucional de Encargos 2026 del empleo ID PE-0776 Profesional Especializado 

Código 2028 Grado 19, Adscrito al Centro Zonal Popayán de la Regional Cauca, para que dentro 
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del término máximo de UN (1) DÍA, los terceros interesados que así lo deseen, intervengan dentro 

del presente trámite. Una vez surtido este trámite, proceda a remitir a este Juzgado prueba escrita 

del mismo. 

 

SEXTO: NOTIFÍQUESE esta acción por el medio más expedito a la parte accionada y vinculadas, 

a quienes se les enviará una copia de la solicitud y sus anexos, para que dentro del término de 

DOS (2) DÍAS siguientes a su notificación, se pronuncien sobre los hechos y pretensiones que 

han motivado la presente Acción de Tutela. 

 

 

SÉPTIMO: NOTIFÍQUESE también esta providencia a la parte actora. 

 

 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

 

 

 

 

 

JUEZA 
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ACCIÓN DE TUTELA 

Señor(a) JUEZ CONSTITUCIONAL (REPARTO) 

REF: Acción de tutela para la protección de los derechos fundamentales al debido proceso 
administrativo, igualdad, mérito y acceso a cargos públicos. 

ACCIONANTE 

JUAN PABLO BALLESTEROS CASTAÑO C.C. No. 1083867202 

ACCIONADO 

INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF Dirección de Talento Humano 

 

1. HECHOS 

PRIMERO. Soy servidor público de carrera administrativa del ICBF. 

SEGUNDO. Dentro del proceso institucional de encargos 2026 fue ofertado el empleo 
identificado con ID PE-0776, Profesional Especializado Código 2028 Grado 19, adscrito al 
Centro Zonal Popayán de la Regional Cauca. 

TERCERO. En los resultados definitivos del proceso institucional de encargos obtuve 
posición dentro de la lista de prelación conformada para dicho empleo, ocupando el 
segundo lugar luego del servidor inicialmente favorecido. 

CUARTO. Mediante Resolución No. 3401 del 25 de junio de 2026, el ICBF dispuso la provisión 
transitoria del empleo PE-0776 mediante encargo a favor del servidor John Henry Ospina 
Acosta. 

QUINTO. Posteriormente, el citado servidor manifestó expresamente que no aceptaba el 
encargo, situación reconocida por la propia Dirección de Talento Humano. 

SEXTO. El ICBF informó igualmente que no se produjo posesión y que el encargo no se 
consolidó, por lo que la vacante continúa sin provisión efectiva. 

SÉPTIMO. Mediante derecho de petición solicité que se continuara el proceso respetando el 
orden de prelación y que fuera tenido en cuenta para la provisión del empleo. 

OCTAVO. Sin embargo, la entidad se ha limitado a indicar que se encuentra “analizando” la 
situación administrativa de la vacante y la vigencia de las listas de población encargable, 
absteniéndose de adoptar una decisión definitiva. 

NOVENO. La entidad tampoco ha informado que la vacante haya sido declarada desierta, 
que las listas hayan perdido vigencia ni que exista un nuevo acto administrativo de provisión. 

DÉCIMO. Con posterioridad tuve conocimiento de que el ICBF dio cumplimiento a un fallo 
de tutela proferido dentro del proceso radicado No. 760013103004-2026-00298-00 
promovido por el servidor JULIAN ERNESTO SWANN VELASCO, orden judicial que culminó 



con la expedición de la RESOLUCION 5140_260828_193800, mediante la cual la Entidad 
continuó el recorrido de la lista de encargables y realizó el correspondiente encargo una vez 
la persona inicialmente favorecida no materializó su posesión.  

DÉCIMO PRIMERO. En dicho acto administrativo el ICBF reconoció que, frente a vacantes 
no provistas inicialmente, acudió a las listas de población encargable en orden descendente 
y verificó los servidores sucesivamente ubicados hasta encontrar quien conservaba el mejor 
derecho.  

DÉCIMO SEGUNDO. A pesar de existir identidad sustancial entre ambas situaciones, en mi 
caso la administración mantiene indefinidamente suspendida la actuación administrativa, 
desconociendo el principio de igualdad y el debido proceso administrativo. 

DÉCIMO TERCERO. La propia entidad ha reconocido en antecedentes administrativos 
recientes que, cuando la persona inicialmente favorecida con un encargo no acepta la 
designación, procede continuar el proceso de provisión mediante la utilización de las listas 
de población encargable elaboradas dentro del mismo proceso institucional. 

En efecto, mediante Resolución 5655 del 30 de septiembre de 2026, el ICBF dejó constancia 
de que la servidora inicialmente encargada para el empleo identificado con ID 1800 
manifestó la no aceptación del encargo, razón por la cual la Administración acudió a la lista 
de población encargable y verificó a la persona ubicada en la siguiente posición dentro del 
orden de mérito para evaluar su designación. 

DÉCIMO CUARTO. El ICBF reconoció expresamente que mediante Memorando No. 
202612100000033763 publicó listas de población encargable para vacantes que 
inicialmente no pudieron ser provistas y estableció que para la provisión de cada empleo se 
acudiría a dichas listas en orden descendente, solicitando la manifestación de interés de 
quien ostentara el mejor derecho. 

La situación descrita por la entidad en la Resolución 5655 es sustancialmente análoga a la 
del accionante, pues en ambos eventos: 

• existía una vacante ofertada dentro de un proceso institucional de encargos; 

• se expidió inicialmente un acto administrativo de encargo; 

• el servidor inicialmente beneficiado no aceptó la designación; 

• no se produjo posesión; 

• el encargo no se consolidó; 

• existía una lista de prelación derivada del proceso de mérito. 

DÉCIMO QUINTO. Pese a dicha identidad fáctica, mientras en otros casos la Entidad 
continuó el recorrido de la lista y culminó la actuación administrativa, respecto del empleo 
PE-0776 mantiene suspendido indefinidamente el procedimiento administrativo sin adoptar 
una decisión definitiva, objetiva y motivada. 



DÉCIMO SEXTO. Han transcurrido más de dos meses desde que la entidad tuvo 
conocimiento de la no aceptación del encargo inicialmente conferido, sin que a la fecha 
haya culminado el procedimiento administrativo para definir la provisión de la vacante, 
generando una dilación injustificada que vacía de contenido los resultados del proceso de 
encargos y afecta los principios de celeridad, eficacia y mérito. 

 

2. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

• Debido proceso administrativo (artículo 29 Constitución Política). 

• Derecho a la igualdad (artículo 13 Constitución Política). 

• Acceso al desempeño de funciones y cargos públicos conforme al mérito (artículo 
40 numeral 7 Constitución Política). 

• Principios de mérito, transparencia y objetividad de la carrera administrativa. 

 

3. VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA 
1. El proceso institucional de encargos produjo una lista de prelación construida 

bajo criterios de mérito. 
2. El accionante participó en dicho procedimiento bajo la confianza legítima de 

que, en caso de no materializarse el encargo inicialmente conferido, la 
Administración aplicaría las mismas reglas utilizadas frente a los demás 
participantes y continuaría el recorrido de la lista de población encargable. 

3. La negativa tácita de continuar dicho procedimiento, o la prolongación 
indefinida de una etapa de análisis no prevista en la regulación institucional, 
desconoce las expectativas legítimamente generadas por la propia 
Administración. 

 

4. VULNERACIÓN DEL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO POR TRATO 
DIFERENCIADO INJUSTIFICADO Y FALTA DE COHERENCIA 

INSTITUCIONAL 

El accionante considera que la vulneración de sus derechos fundamentales no deriva 
exclusivamente de la existencia de una vacante sin provisión definitiva, sino de la ausencia 
de una actuación administrativa coherente frente a situaciones sustancialmente 
equivalentes. 

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar reconoció expresamente que: 

• mediante Resolución No. 3401 de 2026 se dispuso el encargo del empleo PE-0776; 

• el servidor inicialmente designado manifestó no aceptar el encargo; 

• no se produjo posesión; 



• el encargo no se consolidó; 

• actualmente no existe una nueva designación para dicho empleo. 

Adicionalmente, en actuaciones administrativas recientes materializadas en las 
Resoluciones 5140 y 5655 de 2026, la misma entidad reconoció que cuando el servidor 
inicialmente favorecido con un encargo no acepta la designación o no llega a consolidar la 
situación administrativa, resulta procedente continuar el recorrido de las listas de población 
encargable, verificando en orden descendente los servidores que conservan mejor derecho 
para la provisión del empleo. 

No obstante, frente al empleo PE-0776 la administración ha optado por mantener 
indefinidamente suspendida la actuación administrativa, limitándose a indicar que continúa 
efectuando análisis internos respecto de la vigencia de las listas y de las actuaciones 
procedentes, sin explicar por qué en este caso se aparta del criterio aplicado en situaciones 
esencialmente iguales. 

La ausencia de una justificación objetiva, suficiente y razonable para otorgar un tratamiento 
distinto a supuestos fácticos equivalentes vulnera los derechos al debido proceso 
administrativo, a la igualdad y a la confianza legítima del accionante. 

 

5. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

I. Derecho al debido proceso administrativo 

El artículo 29 de la Constitución Política dispone que el debido proceso se aplica a toda 
clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

La Corte Constitucional ha sostenido de manera uniforme que el debido proceso 
administrativo comprende, entre otras garantías: 

 

• el derecho a que las autoridades culminen los procedimientos iniciados; 
• el derecho a obtener decisiones motivadas; 
• el derecho a que la administración actúe conforme a las reglas previamente 

establecidas; 
• la prohibición de adoptar actuaciones arbitrarias o irrazonables. 

En el presente asunto, el ICBF reconoció: 

• la existencia de una vacante; 
• la expedición de la Resolución No. 3401 de 2026; 
• la no aceptación del encargo por parte del primer elegible; 
• la inexistencia de posesión; 
• la falta de consolidación del encargo. 



No obstante, pese a haber transcurrido varios meses desde que conoció dicha 
circunstancia, la entidad continúa manifestando que se encuentra "analizando" las 
actuaciones procedentes, sin adoptar una decisión definitiva frente a la vacante. 

Tal situación constituye una prolongación injustificada del procedimiento administrativo y 
vulnera el debido proceso, pues impide que el accionante conozca de manera cierta y 
definitiva cuál será la decisión de la administración sobre la provisión del empleo. 

 

II. Derecho a la igualdad 

El artículo 13 de la Constitución establece que todas las personas deben recibir el mismo 
trato por parte de las autoridades cuando se encuentran en circunstancias equivalentes. 

La Corte Constitucional ha señalado que el principio de igualdad se vulnera cuando: 

• existen situaciones comparables; 
• la administración otorga tratamientos distintos; 
• no existe justificación objetiva y razonable para la diferencia. 

En el presente caso existe identidad sustancial entre: 

el caso del accionante; 

el caso de JULIAN ERNESTO SWANN VELASCO; 

el caso analizado en la Resolución 5655 de 2026. 

En los tres eventos: 

• existía una vacante ofertada dentro de un proceso institucional de encargos; 
• se conformó una lista de población encargable; 
• el primer aspirante no consolidó el encargo; 
• la vacante continuó sin provisión efectiva. 

 

Sin embargo, mientras en los casos precedentes el ICBF continuó el recorrido de la lista de 
prelación, respecto del empleo PE-0776 la entidad mantiene suspendida indefinidamente 
la actuación administrativa sin exponer una justificación objetiva que permita explicar dicho 
trato diferenciado. 

 

III. Principio constitucional del mérito 

Los artículos 125 y 209 de la Constitución disponen que el acceso y permanencia en los 
empleos públicos debe orientarse por criterios de mérito. 

La Corte Constitucional ha sostenido reiteradamente que el mérito constituye el eje 
estructural de la carrera administrativa y limita la discrecionalidad de las entidades públicas. 



El proceso institucional de encargos 2026 produjo una lista de prelación construida 
mediante criterios previamente definidos por la administración. 

Por tal motivo, una vez frustrado el encargo inicialmente conferido, la administración no 
puede desconocer arbitrariamente los resultados del proceso ni mantener indefinidamente 
suspendidos sus efectos. 

La actuación estatal debe desarrollarse de manera coherente con los criterios de mérito que 
ella misma estableció. 

 

IV. Principio de confianza legítima 

La Corte Constitucional ha señalado que la confianza legítima protege las expectativas 
razonables que la propia administración genera en los ciudadanos mediante actuaciones 
objetivas y reiteradas. 

El accionante participó en un proceso institucional de encargos regulado por el ICBF y 
obtuvo una posición concreta dentro de la lista de prelación. 

Adicionalmente, la propia entidad ha reconocido en actuaciones posteriores y en 
resoluciones recientes que cuando una persona inicialmente favorecida no materializa el 
encargo, corresponde continuar con la revisión de las listas de población encargable. 

En este sentido, la confianza legítima surge porque la propia administración conformó una 
lista de prelación, reconoció la existencia del mejor derecho preferencial y en otros casos 
análogos continuó el recorrido de las listas de población encargable hasta culminar la 
provisión del empleo. 

V. Principios de eficacia, celeridad y economía administrativa 

El artículo 209 de la Constitución establece que la función administrativa debe desarrollarse 
con fundamento en los principios de: 

• eficacia; 
• economía; 
• celeridad; 
• imparcialidad; 
• publicidad. 

 

La Corte Constitucional ha indicado que la administración no puede mantener 
indefinidamente abiertos los procedimientos administrativos ni diferir de manera indefinida 
la adopción de decisiones que afectan derechos e intereses legítimos. 

En el presente asunto la entidad ha reconocido reiteradamente que continúa "analizando" 
el caso sin que exista una decisión definitiva respecto de la provisión del empleo PE-0776. 



Esta circunstancia es incompatible con el deber constitucional de celeridad y eficacia de la 
función administrativa. 

Los propios lineamientos institucionales del ICBF, contenidos en el Memorando No. 
202412140000004343, establecen que el proceso de encargo tiene como finalidad 
garantizar el ejercicio efectivo del derecho preferencial de los servidores de carrera 
administrativa y que dicho procedimiento inicia con la definición de las vacantes y culmina 
con la provisión del empleo. No obstante, en el presente caso la entidad ha mantenido una 
situación de indefinición respecto de la vacante PE-0776, sin adoptar una decisión definitiva 
que permita conocer si el proceso fue finalizado, suspendido o terminado, ni las razones 
objetivas que justificarían apartarse de los criterios aplicados en situaciones equivalentes. 

 

6. JURISPRUDENCIA RELEVANTE 

Sentencia SU-913 de 2009 

La Corte ha reiterado que el mérito constituye uno de los pilares constitucionales de la 
función pública y que la tutela puede resultar procedente cuando las actuaciones 
relacionadas con procesos de selección o provisión de empleos públicos comprometen 
derechos fundamentales. 

Aplicación al caso: El ICBF conformó una lista de población encargable derivada de un 
procedimiento basado en mérito y posteriormente no puede desatender sus resultados sin 
motivación suficiente. 

Sentencia T-292 de 2006 

La Corte precisó que las autoridades no pueden apartarse arbitrariamente de criterios 
aplicados en casos similares y que el desconocimiento injustificado del precedente puede 
generar vulneraciones constitucionales. 

Aplicación al caso: El ICBF aplicó un criterio determinado en los asuntos de JULIAN 
ERNESTO SWANN VELASCO y de la servidora beneficiaria de la Resolución 5655 de 2026, 
por lo que debe justificar por qué se apartaría de dicho criterio en el empleo PE-0776. 

Sentencia T-180 de 2015 

La Corte reiteró que el debido proceso administrativo supone que las entidades actúen de 
forma coherente con sus propias reglas y respeten las expectativas legítimas generadas en 
los administrados. 

Aplicación al caso: La entidad no puede desconocer sin justificación los efectos derivados 
de la lista de prelación conformada dentro del proceso institucional de encargos. 

 

 

 



7. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA Y CUMPLIMIENTO DEL 
REQUISITO DE SUBSIDIARIEDAD 

La presente acción de tutela resulta procedente de conformidad con el artículo 86 de la 
Constitución Política, toda vez que la vulneración alegada no se origina en un acto 
administrativo definitivo susceptible de ser controvertido ante la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, sino en la omisión y dilación injustificada de la administración 
para adoptar una decisión de fondo respecto de la provisión de la vacante identificada con 
el código PE-0776, situación que afecta de manera actual y continua mis derechos 
fundamentales a la igualdad, al debido proceso administrativo, a la confianza legítima y al 
acceso a cargos públicos bajo criterios de mérito. 

En el presente asunto no se pretende que el juez constitucional sustituya las competencias 
propias de la administración ni que disponga directamente mi designación en el empleo 
objeto de controversia. Lo que se solicita es que se garantice una actuación administrativa 
ajustada a los principios constitucionales de igualdad, transparencia, buena fe, confianza 
legítima y debido proceso, mediante la adopción de una decisión motivada, objetiva y 
coherente frente a una situación respecto de la cual la propia entidad ha otorgado 
soluciones diferentes en casos sustancialmente análogos. 

La acción de tutela también cumple el requisito de subsidiariedad, dado que el suscrito 
agotó las actuaciones administrativas razonables a su alcance antes de acudir al amparo 
constitucional. En efecto, elevé solicitudes y requerimientos ante el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar con el propósito de obtener una explicación clara y una decisión definitiva 
sobre la continuidad del proceso de provisión de la vacante, especialmente frente a la 
circunstancia de que el primer integrante de la lista de encargables no aceptó el encargo y 
frente a la existencia de antecedentes institucionales en los cuales, ante situaciones 
similares, la entidad continuó el recorrido de la correspondiente lista hasta lograr la efectiva 
provisión del empleo. 

No obstante, las respuestas suministradas por la entidad no han resuelto de manera 
definitiva la situación planteada, limitándose a señalar que el asunto se encuentra en 
análisis o estudio, sin adoptar una determinación final que permita conocer si la 
administración continuará o no con el procedimiento de provisión y sin ofrecer una 
justificación suficiente para el tratamiento diferenciado frente a los precedentes 
administrativos invocados. 

En consecuencia, actualmente no existe un acto administrativo definitivo que pueda ser 
objeto de control ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Precisamente, la 
vulneración denunciada se deriva de la ausencia de una decisión expresa, motivada y 
concluyente por parte de la administración. Esta circunstancia impide acudir a los medios 
ordinarios de defensa judicial previstos en la Ley 1437 de 2011, pues no existe una 
determinación administrativa concreta susceptible de demanda o cuestionamiento judicial. 

Adicionalmente, los mecanismos judiciales ordinarios carecen de eficacia para la 
protección de los derechos fundamentales invocados, teniendo en cuenta que la 



controversia está relacionada con la provisión temporal de un empleo mediante la figura del 
encargo, situación cuya naturaleza es esencialmente transitoria. Por ello, exigir el 
agotamiento de un proceso contencioso-administrativo haría ilusoria la protección 
reclamada, pues para el momento en que se profiriera una decisión judicial definitiva, la 
situación administrativa que dio origen a la presente controversia probablemente habría 
desaparecido, tornando ineficaz cualquier eventual pronunciamiento. 

 

De igual forma, la afectación de los derechos fundamentales invocados es actual y continua, 
toda vez que la entidad accionada mantiene una situación de indefinición respecto de la 
provisión de la vacante, pese a reconocer la existencia de listas de encargables vigentes y 
pese a haberse acreditado la existencia de actuaciones institucionales anteriores en las 
cuales, bajo supuestos fácticos equivalentes, se continuó el recorrido de las listas para 
garantizar la efectiva provisión del empleo. 

Así las cosas, la presente controversia trasciende el ámbito de una simple discusión de 
legalidad administrativa y adquiere relevancia constitucional, en la medida en que involucra 
la posible vulneración de los derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso 
administrativo y a la confianza legítima, derivada de un trato diferenciado presuntamente 
injustificado frente a situaciones comparables y de la ausencia de una decisión 
administrativa suficientemente motivada. 

Por las anteriores razones, la acción de tutela constituye el mecanismo judicial idóneo y 
eficaz para obtener la protección inmediata de los derechos fundamentales invocados, al 
no existir actualmente otro medio judicial capaz de brindar una protección oportuna, integral 
y efectiva frente a la vulneración denunciada. 

PRETENSIONES 

Solicito al despacho: 

Primera: Amparar mis derechos fundamentales al debido proceso administrativo, igualdad, 
mérito y acceso a cargos públicos. 

Segunda: Ordenar al ICBF que, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas o del término que 
el despacho considere razonable, adopte una decisión administrativa definitiva, motivada y 
congruente respecto de la provisión transitoria del empleo PE-0776, observando el orden de 
prelación derivado del proceso institucional de encargos. 

Tercera: Ordenar al ICBF garantizar al accionante un tratamiento igual al otorgado en los 
casos que dieron origen a las Resoluciones 5140 y 5655 de 2026, salvo que exista una 
justificación objetiva, suficiente y razonable para apartarse de dicho precedente 
administrativo. 

Cuarta: Ordenar al ICBF abstenerse de proveer la vacante mediante un mecanismo distinto 
o apartándose del orden de prelación sin una motivación expresa, objetiva y suficiente. 



Quinta: Ordenar al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar que aplique al caso del 
accionante el mismo criterio administrativo reconocido en las Resoluciones 5140 y 5655 de 
2026 frente a vacantes cuyos encargos iniciales no llegaron a consolidarse por falta de 
aceptación o posesión del servidor originalmente designado, garantizando el respeto del 
principio de igualdad y del mérito en la carrera administrativa. 

8. PRUEBAS 

Con el fin de acreditar los hechos expuestos y la vulneración de los derechos fundamentales 
invocados, solicito se tengan como pruebas las siguientes: 

A. DOCUMENTALES APORTADAS POR EL ACCIONANTE 
 
Anexo No. 1. Copia de la cédula de ciudadanía del accionante. 
Anexo No. 2. Memorando 202612140000063943 del 15 de mayo de 2026. 
Anexo No. 3 Capturas de pantalla de correos institucionales enviados por el accionante al 
Instituto Colombiano de bienestar familiar. 
Anexo No. 4 Derecho de petición del 15 de julio de 2026. 
Anexo No. 5. Capturas de pantalla de correos institucionales remitido por Grupo 
Administración de la Carrera Administrativa el 20 de agosto de 2026 y 17 de septiembre de 
2026 
Anexo No. 6. Resolución 3401 del 25 de junio de 2026. 
Anexo No. 7 Copia de los actos administrativos Res. 5140 de 28 de agosto de 2026, Res. 
5655 del 30 de septiembre de 2026, Res. 5141 del 28 de agosto de 2026 y mediante las cuales 
el ICBF dio cumplimiento a fallos de tutela y continuó el recorrido de una lista de encargables 
hasta proveer el empleo con el siguiente aspirante que conservaba mejor derecho. 
Anexo No. 8. Copia del memorando LINEAMIENTOS PROCESO DE ENCARGOS Radicado 
No: 202412140000004343  
 
 
NOTIFICACIONES 
 

Accionante: 

Juan Pablo Ballesteros Castaño 
Correo electrónico: misantrojuan@hotmail.com o juan.ballesteros@icbf.gov.co  
Dirección: Carrera 11 N° 27-000 Conjunto Coruña de Berdez, Palermo (H) 
Teléfono: 3114501467 
 

Accionado: 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF 
notificacionesjudiciales@icbf.gov.co 
 

 

 



 

Atentamente, 
JUAN PABLO BALLESTEROS CASTAÑO 
C.C. No. 1083867202 
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Anexo No. 1. Copia de la cédula de ciudadanía del accionante 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Memorando 202612140000063943 del 15 de mayo de 2026. 

 

 



 

 

 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar

Cecilia De la Fuente de Lleras

Direccion de Gestion Humana

Grupo de Administracion de la Carrera
Administrativa

CLASIFICADA

BIENESTAR

FAMILIAR

En consecuencia, mediante el presente memorando se publican las respuestas a las

observaciones presentadas por los servidores públicos dentro del proceso de
encargos, las cuales podrán ser consultadas digitando el número de cédula de
ciudadanía del respectivo servidor.

De esta manera, una vez resueltas las observaciones presentadas y efectuada por la

Dirección de Talento Humano la verificación del cumplimiento de los requisitos
mínimos exigidos para el desempeño del empleo, se procedió a conformar el listado
definitivo de servidores públicos con derecho preferencial al encargo que
manifestaron interés, el cual se anexa a la presente comunicación.

A continuación, se indican los aspectos que deberán tenerse en cuenta al momento
de consultar el listado de resultados definitivos del proceso de encargos:

Se adjunta el listado con la relación de empleos y el número de cédula de
ciudadanía de los servidores públicos asignados a cada vacante para su
provisión mediante la figura de encargo, el cual podrá ser consultado en el
archivo denominado "Asignación de Vacantes".

Se adjunta el listado de los empleos que resultaron desiertos, en razón a que

los servidores públicos: (i) no manifestaron interés respecto de los empleos
ofertados, o (ii) no cumplieron los requisitos de educación y experiencia
exigidos para el desempeño del cargo. Este podrá ser consultado en el
archivo denominado "Vacantes Desiertas"

En virtud de lo anterior, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25
de la Ley 909 de 2004 y en los artículos 2.2.5.3.1 y 2.2.5.3.3 del Decreto 1083
de 2015, modificados por el artículo 1 del Decreto 648 de 2017, dichas
vacantes podrán ser provistas mediante nombramiento provisional, en los

casos en que no sea posible efectuar su provisión mediante encargo.

Se precisa que el término de los encargos en empleos en vacancia temporal
estará sujeto al tiempo que dure la situación administrativa que originó la
vacancia. Para el caso de las vacantes definitivas, el término del encargo

estará condicionado a la provisión definitiva del empleo.
En el evento en que los servidores públicos asignados no tomen posesión de
los empleos en los términos previstos en el lineamiento de encargos
adoptado por el ICBF mediante Memorando Nro. 202512140000088763 del

16 de julio de 2025, dichas vacantes podrán ser provistas con la población de
encargables conformada para los empleos ofertados, de acuerdo con el orden
y las reglas definidas en el proceso.

De conformidad con lo previsto en el numeral 6.3 del lineamiento de

encargos, con fundamento en los resultados definitivos se expedirá el
correspondiente acto administrativo de encargo para cada empleo. Dichos

@icbfcolombiaoficial
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actos serán publicados en la página web y en la intranet de la Entidad y, una

vez se encuentren en firme, serán comunicados a los servidores públicos
respectivos, así como a las Direcciones Regionales, para lo de su competencia
en materia de posesión.

Una vez culminado el presente proceso de encargos y efectuada la provisión
de las vacantes ofertadas, la Dirección de Talento Humano conformará listas

unificadas de población encargable por empleo, entendido este como aquel
que comparte la misma denominación, código, grado y nivel jerárquico, con el
fin de optimizar y articular la gestión administrativa, así como aprovechar los
resultados obtenidos en el marco del presente proceso de encargos.

Estas listas tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre de 2026, siempre
que durante dicho período se mantengan las condiciones normativas,

administrativas y de disponibilidad de vacantes que permitan su utilización.

Por otra parte, atendiendo la dinámica de la planta de personal de la Entidad, se

identificó la necesidad de retirar algunos empleos de la oferta publicada
inicialmente, por las situaciones que se relacionan a continuación:

ID
REGIONAL /
DEPENDENC

LA

ESTADO

DP-

0014

0125

DEMONINA

MUNICIPIO CION DEL

EMPLE0

CÓDIGO GRADO ROL/
PERPIL

DE LA

VACANT

BOGOTA

ENĜATIVA

BOGOTA
DEFENSOR
DE PAMILIА,

2125 15
DEPENSOR

DE PAMILIA.

VACANTE

TEMPORAL

RIOHACHА

PROPESION
AL

ESPBCIALIZA 2028 13
TRABAJO
SOCIAL

VACANTE

TEMPORAL

DO

PROPESION

2044 11
TRABAJO

SOCIAL
VACANTE

TEMPORAL

LA GUAIRA

c.Z.
RIOHACHA 2

PUL

0182

NARIÑO
GRUPO DE
PREVENCION

PUL

0400
TOUIMA

C.Z. HONDA

PUL

0432

PUL

0473

PUL
0500

ATLANTIco

C.Z. SUR
OCCIDENTE

BOYACA
c.Z.

CHIQUINQUIR
A

CUNDINAMAR
CA

C.Z. SOACHА
CENTRD

PUL

0516
QUINDIO

C.Z. CALARCA

PASTO

HONDA

BARRANQUIL

LA

CHIQUINQUIR

SOACHA

CALARCA

AL
UNIVERSITA

RIO

PROPESION
AL

UNIVERSITA

RIO

PROPESION
AL

UNIVERSITA
RIO

PROPESION

AL
UNIVERSITA

RIO

PROPESION

UNIVERSITA

RIO

PROPESION

2044
NUTRICION Y

DIETETICA

VACANTE

DEMNITIVA

2044 PŠICOLOGIA
VACANTE

TEMPORAL

2044 PSICOLOGIA VACANTE

DCMINITIVA

2044 PSICOLOGIA
VACANTE

DEMINITIVA

AL
UNIVERSITA

VACANTE
2044 PSICOLOGIA

TEMPORAL
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emplec afartado afertade ze retira dal
procezo. toda waz que la situación
administrativa que generó la vacante
ha finalizado.

e empleo ofartado ze ratira dal
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adminiatrativa que generó la vacante
ha finalizado.

El empleo afertado ze ratira dal
procezo. toda vez que la zituación
administrativa que generó la vacante
ha finalizado.

amplso ofertado ze ratira dal
procaso. toda vaz que actualmente

encuantra an tråmite de provizión

El empleo afertado ze ratira dal
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rvidar.
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Capturas de pantalla de correos institucionales enviados por el accionante al Instituto 
Colombiano de bienestar familiar. 

 

 

 

 

 

 



Anexo No. 2. Derecho de petición del 15 de julio de 2026. 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 



Anexo No. 5. Capturas de pantalla de correos institucionales remitido por Grupo 
Administración de la Carrera Administrativa el 20 de agosto de 2026 y 17 de septiembre 

de 2026 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

Resolución 3401 del 25 de junio de 2026. 



 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 



RESOLUCION 5140_260828_193800, mediante la cual el ICBF dio cumplimiento a un 
fallo de tutela y continuó el recorrido de una lista de encargables hasta proveer el 

empleo con el siguiente aspirante que conservaba mejor derecho. 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



Res. 5655 del 30 de septiembre de 2026 

 

 

 

 

 

 



 



 



 



 

 

 

 

 



Res. 5141 del 28 de agosto de 2026

 



 



 



 



 

 

 

 

 

 



Anexo No. 8. Copia del memorando LINEAMIENTOS PROCESO DE ENCARGOS 
Radicado No: 202412140000004343 

 

 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 



 



 



 



 



 



 
 


